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NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO/ Prima Técnica/Contraloría General de la República/Análisis del cumplimiento de requisitos conforme a los Decretos 1661 y 2164 de 1991/Confirma fallo del a quo que no accedió a pretensiones. 
Es de aclarar en primer lugar, que al ser el cargo desempeñado por la señora Yolanda Medina Perdomo, de nivel profesional, no se encuentra inmersa dentro de los niveles a los que hace referencia el Decreto No. 1724 de 1997; razón por la cual, es evidente que bajo dicha normatividad, la actora no tiene derecho a la prima técnica reclamada. No obstante, teniendo en cuenta que con la demanda se pretende el pago de dicha prestación, bajo el argumento que el derecho a la misma se consolidó bajo la vigencia de la normatividad anterior, en la cual si estaba prevista la prima técnica para los empleados del nivel profesional, es procedente entrar a analizar si la actora cumple o no con los presupuestos fijados en las normas - Decretos No. 1661 y 2164 de 1991-, y jurisprudencia antes estudiadas.

Sostiene la parte actora en varias de sus actuaciones, que elevó en el año 1996 derecho de petición ante la entidad demandada a efectos de que reconociera a su favor la prima técnica, frente a lo cual aduce que la entidad guardó silencio; no obstante, no encuentra la Sala en el expediente prueba alguna de la cual se pueda inferir que efectivamente existió dicho reclamación inicial, por el contrario, obra a folios 5 a 8 del cuaderno de pruebas, listado elaborado por el área de División de Sistemas e Informativa de la Contraloría General de la República, en donde consta los funcionarios que durante los años 1996 y 1997 solicitaron el reconocimiento de la prima técnica, sin que en el mismo aparezca la señora Yolanda Medina Perdomo. Sumado a ello, obra  en el expediente certificado emitido por la Gerente de la Contraloría General de la República, en la que hace constar que “verificada la historia laboral de la señora YOLANDA MEDINA PERDOMO, se pudo constatar que registra solicitud de asignación de prima técnica bajo el Nº ER49828 del 24 de junio de 2010”. En efecto la parte actora, no cumple con el primero de los presupuestos para ser acreedora a la prima técnica, puesto que es evidente que la misma no elevó la reclamación respectiva antes de que entrara en vigencia el Decreto 1724 de 1997.
Adicional a lo anterior, encuentra la Sala que de todos modos la actora no cumple con los requisitos previstos en los Decretos 1661 y 2164 de 1991, e incluso los establecidos de manera especial para los empleados de la Contraloría General de la República en el 1384 de 1996.

Pues bien, respecto al requisito de título de estudios de formación avanzada  y un término no menor de tres años de experiencia altamente calificada en el ejercicio profesional, coincide la Sala con el A quo, al observar que si bien la actora obtuvo un título de especialista en Alta Gerencia, éste fue otorgado por la Fundación Universitaria María Cano el 20 de junio de 2008, es decir, bajo la vigencia del Decreto 1724 de 1997, el cual excluyó del beneficio de la prima técnica, a aquellos empleados que ejercen cargos en el nivel profesional, como lo es el cargo de la actora. 
Ahora, en cuanto al segundo de los requisitos habilitantes para el reconocimiento de la prima técnica, previsto en el literal b) del artículo 2 del Decreto 1661 de 1991, esto es, por evaluación del desempeño – el cual debe ser igual o mayor al 90%-, argumento bajo el cual gira la apelación del demandante, observa la Sala que no se cumple, pues se allega al expediente una evaluación por desempeño con puntaje de 604 puntos, el cual equivale al 86%  (teniendo en cuenta que el puntaje más alto corresponde a 700 puntos).

Tampoco, encuentra la Sala acreditado que la actora haya cumplido los requisitos previstos en el artículo 5º del Decreto 1384 de 1996 citado en la parte considerativa de esta providencia, el cual reguló de manera especial la prima técnica para los empleados de la Contraloría General de la República, entidad de la cual la actora pretende el reconocimiento. 

Por lo anterior, concluye la Sala que la actora no cumple con los supuestos fácticos para que le fuese conferida la prima técnica reclamada, en tanto no se configuró el derecho adquirido a su favor, por tal, coincide la Sala con el A quo, en el sentido de que no se logró desvirtuar la legalidad de la cual goza el acto administrativo demandado.

[image: image1.png]



REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CAUCA

-SALA DE DECISIÓN 005-

SENTENCIA NR019 
Popayán, trece (13) de marzo de dos mil catorce (2014)
Magistrado Ponente

: Dra. Carmen Amparo Ponce Delgado

Radicación


: 19001333100220110038701

Demandante


: Yolanda Medina Perdomo
Demandado


: Contraloría General de la República
Referencia


: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia de 30 de julio de 2012 proferida por el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Popayán, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda como se precisará más adelante.
I. ANTECEDENTES

A. LA DEMANDA

1. PRETENSIONES (Fl. 47-62 C. ppal 1)
“1. Que se declare la nulidad de los siguientes Actos Administrativos:

Nulidad del oficio 2010EE53444 del 4 de agosto de 2010 por medio del cual la Gerente de Talento Humano de la Contraloría General de la República niega el reconocimiento y pago a la actora de la PRIMA TÉCNICA establecida en la ley 106 de 1.993.

Nulidad de la Resolución 0786 del 26 de agosto de 2010, a través de la cual se resuelve el recurso interpuesto por la señora YOLANDA MEDINA PERDOMO, confirmando la decisión contenida en el Oficio 2010EE53444 de 04-08-2010.

Que se declare que la actora YOLANDA MEDINA PERDOMO, tiene derecho a la PRIMA TÉCNICA establecida en la ley 106 de 1,993 y demás normas concordantes y reglamentarias.

2.
Que como consecuencia de las anteriores declaraciones, y a título de RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO en que ha sido lesionada la  actora, se pronuncien las siguientes o similares declaraciones y condenas:

Que se condene a la NACIÓN COLOMBIANA - CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, a pagar a la actora la PRIMA TÉCNICA en un porcentaje igual al 50% de su asignación básica mensual.

Las sumas que se reconozcan por concepto de retroactivo de la PRIMA TÉCNICA a favor de la actora deberán ser indexadas desde la fecha de su causación hasta la fecha en que quede ejecutoriada la sentencia de segunda instancia, conforme a la variación del índice de Precios al Consumidor certificado por el DANE.

A partir del día siguiente a la ejecutoria de la sentencia definitiva las sumas reconocidas en los numerales anteriores devengaran los intereses señalados en los Artículos 176 y 177 del C.C.A. desde la fecha de ejecutoria del fallo hasta la fecha de pago efectivo.

La entidad demandada dará cumplimiento a la sentencia dentro de los treinta (30) días siguientes a su ejecutoria.”
2. HECHOS

La señora Yolanda Medina Perdomo fue nombrada en la Contraloría General de la República a través de la Resolución No. 03930 de 20 de junio de 1994 en el cargo de Profesional Universitario Nivel Profesional Grado 09, siendo inscrita en el escalafón de carrera administrativa especial por Resolución No. 00965 de 26 de agosto de 1998, y posteriormente, nombrada como Profesional Universitario Grado 01 por medio de Resolución No. 0968 de 9 de marzo de 2000.
Señala que el 20 de junio de 2008, le fue otorgado título de especialista en Alta Gerencia de la Fundación Universitaria María Cano, y que ha obtenido calificaciones satisfactorias en el desempeño de su cargo como funcionaria de carrera administrativa.

De conformidad con la Ley 106 de 1993 y Decreto 1384 de 5 de agosto de 1996, la parte actora solicitó el 7 de marzo de 1997, ante la entidad demandada, el reconocimiento y pago de la prima técnica, puesto que afirma, cumplía con los requisitos exigidos cual era el título profesional necesario para desempeñar el cargo, sin obtener respuesta alguna.

Sostiene que la actora desde el año 1996, se hizo acreedora al mencionado beneficio prestacional, absteniéndose la entidad, un año después, a reconocer el derecho reclamado, bajo el argumento de que el Decreto 1724 de 1997 eliminó la prima técnica para los cargos de nivel profesional de la Contraloría General de la República. Al respecto reitera, que la petición de la actora se fundamenta en el hecho de que para el año 1996 se hizo acreedora de dicha prestación.
El 23 de junio de 2010, nuevamente eleva petición de reconocimiento y pago de la prima técnica establecida en la Ley 106 de 1993, frente a lo cual, mediante oficio No. 2010EE53444 del 4 de agosto de 2010, la entidad emite respuesta negativa, siendo la misma confirmada a través de la Resolución No. 0786 de 26 de agosto de 2010, a través de la cual se resuelve un recurso de reposición.
3. ARGUMENTOS JURÍDICOS DE LA DEMANDA

Señala como normas violadas las siguientes:

Normas Constitucionales: Artículos  2, 13, 25, 53 y 58.
Normas legales: Ley 106 de 1993, Artículo 113.
   Decreto 1384 de 1996, Artículo 2, 3 y 5.
Explica que por medio del Decreto 927 de 1976, se creó la prima técnica para los empleados de la Contraloría General de la República, posteriormente regulada por la Ley 106 de 1993. Que a través del Decreto 1384 de 1996, se establecieron los requisitos mínimos para el otorgamiento de dicha prima para los empleados de niveles directivo-asesor, ejecutivo y profesional, indicando frente al caso en concreto, que dichos requisitos eran cumplidos a cabalidad por la actora, siendo así, que el Comité de Preselección para la Prima Técnica de las misma entidad empleadora recomendó reconocer dicha prestación a su favor, en un equivalente al 28% de su asignación básica mensual.
Sostiene que al momento de entrar en vigencia el Decreto 1724 de 1997, la actora ya era acreedora de la prima técnica por reunir los requisitos establecidos en la normatividad anterior, manifestando que si bien es cierto los Decretos 1724 de 1997 y 1336 de 2003, excluyen como beneficiarios de la prima técnica a los empleados públicos de la Contraloría que ocupan cargos de nivel profesional, dicha situación no puede afectar a aquellos funcionarios que tienen derechos adquiridos en tanto reitera, cumplieron los requisitos con anterioridad.

B. LA CONTESTACIÓN (Fl. 150-171 C. Ppal)
La apoderada de la Contraloría General de la República, manifiesta que se opone a la prosperidad de las pretensiones. Señala que en el escrito de demanda, se esgrime que la señora Yolanda Medina reúne los requisitos establecidos para ser acreedora de la prima técnica, no obstante no se hace precisión sobre los requisitos que cumplió, advirtiendo que el concepto rendido por el Comité de Prima Técnica sólo es una recomendación que no obliga al Contralor.
Sostiene que el oficio demandado no es un verdadero acto administrativo, en tanto no fue emitido por el Contralor General de la República en quien recae la competencia exclusiva de resolver la petición de prima técnica, pues indica que el mismo fue expedido por el Gerente de Talento Humano de la entidad, el cual se limitó a expresar y recordar los pronunciamientos existentes sobre el tema, planteando su opinión sobre el tema objeto de solicitud, situación por la cual considera, debe el juez declararse inhibido para pronunciarse de fondo, en tanto el acto acusado no puede ser objeto de enjuiciamiento.
Señala que a partir de la expedición del Decreto 1724 de 1997, el nivel profesional fue excluido como beneficiario del otorgamiento de la prima técnica, y que por ello, a ningún funcionario de dicho nivel, se le ha reconocido la misma, advirtiendo que el Consejo de Estado ha establecido que el decreto en mención se encuentra ajustado a la Constitución y a la ley. 

Considera que los derechos adquiridos únicamente operan frente a aquellos funcionarios del nivel profesional a quienes se les asignó tal prima, mediante acto administrativo de carácter particular, los cuales menciona, pueden continuar disfrutando de la misma hasta tanto se desvinculen de la entidad o hasta que cumplan las condiciones para su pérdida, refiriendo de todos modos, que la actora no consolidó su derecho de percibir la prima técnica con anterioridad a la fecha en que entró a regir la disposición que restringió el derecho a obtenerla, esto es el Decreto 1724 de 1997.
Refiere que la actora debió demandar el acto presunto o ficto objeto del silencio administrativo, generado con la petición que la misma manifiesta elevó en el año 1996, dentro de los 4 meses siguientes a su configuración, para evitar que operara el fenómeno de caducidad.
Explica que para el reconocimiento de la prima técnica, es necesario el cumplimiento de todos los requisitos exigidos en el Decreto 1724 de 1997 y Decreto 1336 de 2003, los cuales reitera excluyen al nivel profesional de los destinatarios de tal beneficio, advirtiendo de todos modos, que en el presente asunto no se cumple con el requisito de formación avanzada antes de la vigencia del Decreto 1724 de 1997.
Finalmente propone como excepciones: inepta demanda, inexistencia de obligación, cobro de lo no debido, inexistencia de acto administrativo, prescripción trienal, caducidad y la innominada
C. SENTENCIA APELADA (Fl. 278-284 C. Ppal 2)
El Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Popayán  profiere sentencia el 30 de julio de 2012, en la cual resuelve:

"PRIMERO.- Declarar no probadas las excepciones de INEPTA DEMANDA, INEXISTENCIA DEL ACTO ADMINISTRATIVO Y CADUCIDAD DE LA ACCIÓN formuladas por la entidad demandada.

SEGUNDO.- Niéguense las pretensiones de la demanda.
(…)

Señala que los actos demandados, no son de carácter informativo como lo sostiene el demandado, en tanto contienen una expresión de voluntad emanada de la administración consistente en negar el reconocimiento de la prima técnica, siendo ésta la decisión que puso fin a una actuación administrativa iniciada por petición del particular, concluyendo de este modo, que los actos acusados cumplen con los elementos de un acto administrativo y por tal son susceptibles de ser demandados, descartando con ello, la excepción de inepta demanda propuesta por la entidad demandada.

Considera que la acción no se encuentra caducada, en tanto se discute el derecho sobre una prestación de carácter periódico, creada como una compensación económica adicional de carácter mensual y que constituye factor salarial y por ende susceptible de ser demandada en cualquier tiempo.
Explica que si bien la actora pretende la aplicación de los Decretos 1661 de 1991 y 1384 de 1996 para el reconocimiento de la prima técnica, debió cumplir los requisitos establecidos para ello hasta antes del 4 de julio de 1997, puesto que a partir de esa fecha el otorgamiento de dicha prima se limitó a empleados nombrados con carácter permanente en los niveles directivo, asesor o ejecutivo. En cuanto a las exigencias a cumplir, señala que el único criterio de asignación de la prima técnica al interior de la Contraloría General de la República se encuentra relacionado con las calidades para el desempeño del cargo y determinado por el exceso frente a los requisitos mínimos exigidos legalmente para su desempeño, a partir de lo cual se ponderan otros factores relacionados con el mismo para establecer el quantum de la prestación.
De este modo, señala que de conformidad con el artículo 3º del Decreto 2164 de 1991, la actora debía obtener como requisitos para el otorgamiento de la prima técnica, título de estudios de formación avanzada y 3 años de experiencia altamente calificada, o terminación de estudios de formación avanzada y 6 años de experiencia altamente calificada en áreas relacionadas con las funciones propias del cargo, requisitos que debían exceder los mínimos establecidos para el cargo ejercido.
En sentido, advierte que la actora no cumple con los requisitos para ser acreedora de la prima técnica, toda vez que para el año 1997 sólo contaba con su título profesional en contaduría, el cual corresponde al mínimo exigido para el ejercicio del cargo, obteniendo un título de formación avanzada en especialista en alta gerencia, el 28 de mayo de 2008, fecha en la que ya se encontraba vigente el Decreto 1724 de 1997, el cual excluyó al nivel profesional como beneficiario de la prima técnica.
Concluye entonces, que no es posible acceder a las pretensiones de la demanda, en tanto el título de formación avanzada obtenido fue posterior a la vigencia del decreto mencionado, aclarando que la actora no es titular de derecho adquirido alguno.
D. LA APELACIÓN (Fl. 287-294 C. Ppal)
La parte demandante apela la sentencia de primera instancia, argumentando que los empleados de la Contraloría General de la República que ocupaban cargos del nivel profesional para los años 1996 y 1997, tienen derecho al reconocimiento y pago de la prima técnica, en tanto, en dicha fecha cumplían a cabalidad con los requisitos para acceder a dicha prestación, establecidos en el artículo 113 de la Ley 106 de 1993 y Decreto Reglamentario 1484 de 1996.

De este modo, señala que la actora cumplía a marzo de 1997, con los requisitos para ser beneficiaria de la prima técnica, cual es la excelente calificación en su evaluación de desempeño, tanto así, que el mismo Comité de Preselección para la Prima Técnica de la entidad empleadora, recomendó el reconocimiento a su favor.

Sostiene que el A quo, al verificar los requisitos legales para determinar si la actora tiene o no derecho a la prima técnica, analizó parcialmente los Decretos 1661 y 2164 de 1991, al tener en cuenta únicamente como requisito el título de estudios de formación avanzada, olvidando analizar la aplicación de otro requisito cual es, la evaluación de desempeño.

Finalmente concluye que dentro del proceso se encuentra acreditado que la actora cuenta con el título de contadora pública, y que obtuvo una excelente calificación en la evaluación de desempeño, situación que reitera la hace beneficiaria  de la prima técnica, en consecuencia solicita se revoque la sentencia de primera instancia y en su lugar se acceda a las pretensiones de la demanda.
E.  CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO (Fl. 320-324 C. ppal)
El Agente del Ministerio Público rinde concepto expresando que se debe confirmar la sentencia de primera instancia, al considerar que se encuentra acorde con las normas y jurisprudencia que rigen la materia en estudio. 

Señala que para que se reconozca el estímulo – prima técnica-, después de entrar a regir el Decreto 1724 de 1996, los funcionarios deben haber consolidado este derecho con anterioridad a la vigencia de la misma, de tal modo, que se les haya reconocido la prima técnica por formación avanzada y experiencia altamente calificada, y no que se trate de una simple expectativa, advirtiendo que en el plenario no obra prueba de que a la actora se le haya reconocido dicha prestación.
En razón a lo anterior, considera que no le asiste derecho a la parte actora a lo que reclama.

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia

Esta Corporación es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto contra las sentencias de primera instancia dictadas por los Juzgados Administrativos del Circuito de Popayán, conforme lo establecido en el artículo 133 del Decreto 01 de 1984 (C.C.A.), normativa que resulta aplicable por cuanto el proceso se promovió con anterioridad a la vigencia de la Ley 1437 de 2011, por la cual se expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
 
2. Caducidad.

En la presente acción se demanda la nulidad de oficio No. 2010 EE53444 del 4 de agosto de 2010 proferido por el Gerente de Talento Humano de la Contraloría General de la República mediante el cual se negó la solicitud de reconocimiento de prima técnica, y la Resolución No. 0786 de 26 de agosto de 2010 mediante la cual el mismo funcionario resuelve un recurso de reposición, confirmando la decisión inicial.

Dado que el asunto trata sobre una prestación periódica, no resulta aplicable el fenómeno de caducidad en virtud de la excepción prevista en el numeral 2 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, el cual dispone:

ARTÍCULO 136. CADUCIDAD DE LAS ACCIONES. Subrogado por el artículo  de la Ley 446 de 1998. 

(…)

2. La de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses, contados a partir del día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto, según el caso. Sin embargo, los actos que reconozcan prestaciones periódicas podrán demandarse en cualquier tiempo por la administración o por los interesados, pero no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe. (Negrillas fuera de texto)

Al respecto, en un caso similar al aquí planteado, en donde se analizó la caducidad de la acción frente a pretensiones dirigidas a obtener el reconocimiento de la prima técnica, se consideró que dicha reclamación gozaba de total periodicidad en tanto el vínculo laboral de la demandante al momento de presentar la demanda, se encontraba vigente, es así como la Corporación en providencia reciente del 4 de octubre de 2012, manifestó:

“De la lectura del expediente se observa, que el vínculo laboral del actor se encuentra vigente – o por lo menos al momento de la presentación de la demanda-, por lo tanto, la retribución reclamada, en caso de que se expidiera una sentencia favorable a sus pretensiones, vendría a ser periódica.

Así las cosas (…), en el presente caso al encontrarse el accionante vinculado con la entidad demandada la expectativa de percibir dicha prestación si se encuentra vigente, y por lo tanto no se encuentra configurado el fenómeno de la caducidad.” 

En aplicación del precedente citado, encuentra la Sala que el acto administrativo cuya nulidad se pretende en el presente asunto, es de carácter periódico dada la vigencia del vínculo laboral de la actora a la Contraloría General de la República al momento de la presentación de la demanda -5 de julio de 2011-, puesto que según se extrae del certificado laboral emitido el 12 de diciembre de 2011 por la Directora de Gestión de Talento Humano de la Contraloría, la actora a la fecha se encontraba prestando sus servicios a la entidad (Fl. 9-12 C. pruebas), por lo tanto, bajo estos supuestos, concluye la Sala que el presente asunto se exime de la observancia del término de caducidad en razón de la naturaleza de los derechos que se discuten.

3. El problema jurídico a resolver.

Previo a abordar el análisis respecto del objeto del recurso de apelación interpuesto por la parte  demandante, resulta importante precisar que el marco fundamental de competencia del  Juez de segunda instancia lo constituyen las referencias conceptuales y argumentativas que se aducen y esgrimen en contra de la decisión que se hubiere adoptado en primera instancia, por lo cual, los demás aspectos diversos a los expresamente planteados por el recurrente, se excluyen del debate en la instancia superior, toda vez que en el recurso de apelación operan tanto el principio de congruencia de la sentencia como el principio dispositivo
. 

Entonces, si la pretensión del apelante fija, en principio, el ámbito de competencia material del superior, es preciso que la providencia que desate dicho recurso sea congruente con ella; en otras palabras, la sentencia de segunda instancia deberá estar en consonancia con las materias objeto del recurso de apelación. De este modo, atendiendo el carácter de apelante único que ostenta la parte demandante, la Sala analizará  la sentencia de primera instancia, en los puntos que fueron objeto del recurso de apelación.

En consecuencia, el problema jurídico a resolver, se concreta en establecer si como lo sostiene el apelante, la demandante tiene derecho al reconocimiento de la prima técnica, en razón al cargo desempeñado como Profesional Universitario Grado 9 del Nivel Profesional de la Contraloría General de la República, o si  por el contrario, la decisión adoptada por el A quo es acertada al negar el reconocimiento y pago de dicha prestación por no acreditar los requisitos establecidos normativamente.
4. Marco Normativo: 

La prima técnica pretendida en el asunto bajo estudio, es un reconocimiento económico creado como incentivo para atraer o mantener al servicio del Estado a funcionarios y empleados altamente calificados como estrategia para mejorar el desempeño de cargos de alta responsabilidad, cuyas funciones demanden la realización de labores de dirección o que exijan la aplicación de conocimientos técnicos o científicos especializados, ello con el fin de introducir mayor eficiencia en la administración.  

Mediante el artículo 2º de la Ley 60 de 1990 el Congreso de la República dispuso:

“De conformidad con el ordinal 12 del artículo 76 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de facultades extraordinarias por el término de seis (6) meses, contados a partir de la vigencia de la presente ley, para adoptar las siguientes medidas en relación con los empleos de las distintas ramas y organismos del poder público. (…) 3o. Modificar el régimen de la prima técnica, para que además de los criterios existentes en la legislación actual, se permita su pago ligado a la evaluación del desempeño y sin que constituya factor salarial. Para el efecto, se determinará el campo y la temporalidad de su aplicación, y el procedimiento, requisitos y criterios para su asignación.” 

En virtud de lo anterior, el Presidente de la República expidió el Decreto 1661 de 1991, por medio del cual se modificó el régimen de prima técnica existente, definiendo dicha prestación en su artículo 1º así:

“DEFINICIÓN Y CAMPO DE APLICACIÓN. La Prima Técnica es un reconocimiento económico para atraer o mantener en el servicio del Estado a funcionarios o empleados altamente calificados que se requieran para el desempeño de cargos cuyas funciones demanden la aplicación de conocimientos técnicos o científicos especializados o la realización de labores de dirección o de especial responsabilidad, de acuerdo con las necesidades específicas de cada organismo. Así mismo será un reconocimiento al desempeño en el cargo, en los términos que se establecen en este Decreto. 

Tendrán derecho a gozar de este estímulo, según se determina más adelante, los funcionarios o empleados de la Rama Ejecutiva del Poder Público”. 
Debe aclarar la Sala que si bien la norma transcrita establece que el reconocimiento económico consistente en la prima técnica, opera únicamente para los empleados de la Rama Ejecutiva del Poder Público, a la cual no hace parte la entidad demandada, lo cierto es que en virtud del artículo 113 de la Ley 106 de 1993, el goce de dicho derecho se hizo extensivo a los empleados de la Contraloría General de la República, a quienes se les otorgó el derecho a disfrutar las prestaciones sociales propias de los empleados públicos de la rama ejecutiva, entre ellas la prima técnica. En este sentido, la norma dispuso:
“ARTÍCULO 113. DE LAS PRESTACIONES SOCIALES DE LOS EMPLEADOS DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Los empleados públicos de la Contraloría General de la República tendrán derecho a disfrutar, además del régimen prestacional establecido para los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del Poder Público a nivel nacional, de las prestaciones que vienen disfrutando en virtud de normas anteriores, entre otros, a saber: (…)
5. Prima Técnica. El Contralor General de la República podrá asignar, previo señalamiento de los requisitos mínimos que deberán cumplirse, prima técnica a los funcionarios que desempeñen los cargos comprendidos en los niveles directivo-asesor, nivel ejecutivo y los de nivel profesional. 

Es claro entonces, que los empleados que se desempeñen en los cargos comprendidos en los niveles directivo-asesor, ejecutivo y profesional, tienen derecho a reclamar el reconocimiento y pago de la prima técnica prevista en el Decreto 1661 de 1991, claro está, bajo el cumplimiento de los requisitos mínimos que se establezcan para ello. Al respeto, se tiene que el artículo 2 ibídem, prevé: 

“CRITERIOS PARA OTORGAR PRIMA TÉCNICA. Para tener derecho a Prima Técnica serán tenidos en cuenta alternativamente uno de los siguientes criterios, siempre y cuando, en el primer caso, excedan de los requisitos establecidos para el cargo que desempeñe el funcionario o empleado: 

a). Título de estudios de formación avanzada y experiencia altamente calificada en el ejercicio profesional o en la investigación técnica o científica en áreas relacionadas con las funciones propias del cargo durante un término no menor de tres (3) años, o 
b). Evaluación del desempeño. 
PARAGRAFO 1o. Los requisitos contemplados en el literal a) podrán ser reemplazados por experiencia altamente calificada en el ejercicio profesional o en la investigación técnica o científica en áreas relacionadas con las funciones propias del cargo durante un término no menor de seis (6) años. 

PARAGRAFO 2o. La experiencia a que se refiere este artículo será calificada por el jefe de la entidad con base en la documentación que el funcionario acredite.”  (Negrillas fuera de texto)
En el artículo 3º se determinan los niveles en que se otorga la Prima Técnica, así: 
“Para tener derecho al disfrute de Prima Técnica con base en los requisitos de que trata el literal a) del artículo anterior, se requiere estar desempeñando un cargo en los niveles profesional, ejecutivo, asesor o directivo. 
La Prima Técnica con base en la evaluación del desempeño podrá asignarse en todos los niveles...” (Negrillas fuera de texto)
Por su parte, el Decreto 1661 de 1991, fue reglamentado a través del Decreto 2164 de 1991, el cual dispuso:

“ARTÍCULO 1. La Prima Técnica es un reconocimiento económico para atraer o mantener en el servicio del Estado a empleados altamente calificados que se requieran para el desempeño de cargos cuyas funciones demanden la aplicación de conocimientos técnicos o científicos especializados o la realización de labores de dirección o de especial responsabilidad de acuerdo con las necesidades específicas de cada organismo. Así mismo, será un reconocimiento al desempeño en el cargo, en los términos que se establecen en este Decreto.

Tendrán derecho a gozar de la Prima Técnica los empleados de los Ministerios, Departamentos Administrativos, Superintendencias, Establecimientos Públicos, Empresas Industriales y Comerciales del Estado y Unidades Administrativas Especiales, en el orden nacional. También tendrán derecho los empleados de las entidades territoriales y de sus entes descentralizados.”.

Ahora bien, respecto el reconocimiento de la prima técnica como consecuencia de la evaluación del desempeño, en dicho decreto se dispuso: 

“ARTÍCULO 5. De la Prima Técnica por evaluación del desempeño. Por este criterio tendrán derecho a Prima Técnica los empleados que desempeñen, en propiedad, cargos que sean susceptibles de asignación de Prima Técnica, de acuerdo con lo establecido en el artículo 7 del presente Decreto, de los niveles directivo, asesor, ejecutivo, profesional, técnico, administrativo y operativo, o sus equivalentes en los sistemas especiales, y que obtuvieren un porcentaje correspondiente al noventa por ciento (90%), como mínimo, del total de puntos de cada una de las calificaciones de servicios realizadas en el año inmediatamente anterior a la solicitud de otorgamiento.

Parágrafo.- Para el caso de los empleados que ocupen cargos de los niveles directivo, asesor y ejecutivo, a excepción de quienes ocupen empleos de jefes de sección, o asimilables a estos últimos, el desempeño se evaluará según el sistema que adopte cada entidad.

Su cuantía será determinada por el jefe del organismo y en las entidades descentralizadas por las Juntas o Consejos Directivos o Superiores, según el caso.”.

En cuanto al disfrute de la prima técnica se estableció:

“ARTÍCULO 11. TEMPORALIDAD. El disfrute de la prima técnica se perderá:  

a). Por retiro del empleado de la entidad a la cual presta sus servicios;  

b). Por la imposición de sanción disciplinaria de suspensión en el ejercicio de las funciones, caso en el cual el empleado sólo podrá volver a solicitarla transcurridos dos (2) años, contados a partir de la  fecha de ejecutoria de la providencia mediante la cual se impuso la sanción, siempre y cuando el empleo continúa siendo susceptible de asignación de prima técnica;  

c). Cuando haya sido otorgada por evaluación del desempeño, se perderá, además, por obtener el empleado calificación de servicios en porcentaje inferior al establecido en el artículo  5o de éste Decreto o porque hubieren cesado los motivos por los cuales se asignó.  

PARÁGRAFO. La pérdida del disfrute de la prima técnica operará en forma automática, una vez se encuentre en firme el acto de retiro del servicio, el de imposición de la sanción, o la respectiva calificación.  

La pérdida de la prima técnica por cesación de los motivos que originaron su otorgamiento será declarada por el Jefe del organismo, mediante resolución motivada contra la cual no procederá recurso alguno”.

De las normas citadas, concluye la Sala que la prima técnica es un estímulo económico reconocido a funcionarios y empleados altamente calificados que en razón a su cargo, cumplen funciones que demandan la aplicación de conocimientos técnicos, científicos, especializados. De este modo, las normas que regulan la prima técnica, establecen los criterios que se deben cumplir a efectos de acceder al reconocimiento de dicha prestación, indicando que únicamente podrán ser beneficiarios de la misma, los empleados que cumplan alternativamente alguno de los dos criterios fijados en el artículo 2º del Decreto 1661 de 1991, teniendo en cuenta el nivel del cargo, así:

i) Para los niveles, profesional, ejecutivo, asesor o directivo, se deberá acreditar:
· Título de estudios de formación avanzada y experiencia altamente calificada en el ejercicio profesional o en la investigación técnica o científica en áreas relacionadas con las funciones propias del cargo durante un término no menor de 3 años, requisito que podía ser reemplazado con la acreditación de un término no menor de 6 años en experiencia altamente calificada; 
ii) Para todos los niveles (profesional, ejecutivo, asesor, directivo, técnico, administrativo y operativo o sus equivalentes en los sistemas especiales) se deberá acreditar:
· Evaluación obtenida por desempeño igual o mayor al 90%
Por su parte, el Decreto 1384 de 1996, “Por el cual se establecen los requisitos mínimos para el otorgamiento de prima técnica a los empleados de los niveles directivo-asesor, ejecutivo y profesional de la Contraloría General de la Republica”, dispuso en el artículo 5º:
“Artículo 5º. Factores de valoración. Para recomendar el porcentaje de asignación de prima técnica a los funcionarios que desempeñen cargos comprendidos en los niveles directivo-asesor, ejecutivo y profesional, se tendrán en cuenta, conjunta o separadamente, además de los principios establecidos en este Decreto, los siguientes factores:

a. Título profesional de formación avanzada (especialización, maestría, doctorado) en áreas directamente relacionadas o afines con las funciones propias del cargo, tendrán un valor hasta del 20% del sueldo básico mensual.

b. Experiencia, responsabilidad, conocimientos, habilidades y destrezas adquiridos en la práctica de una profesión u oficio, así como la especial preparación o responsabilidad en áreas directamente relacionadas o afines con las funciones propias del cargo, tendrán un valor hasta del 20% del sueldo básico mensual.

c. Participación en eventos académicos o científicos de reconocida importancia, o la publicación de libros de carácter académico o científico, en áreas directamente relacionadas o afines con las funciones propias del cargo, tendrán un valor hasta del 5% del sueldo básico mensual.

d. El ejercicio de la docencia en instituciones de educación superior, oficialmente reconocidas, tendrán un valor hasta del 5% del salario básico mensual. Previo el cumplimiento de requisitos, se recomendará el porcentaje de asignación, teniendo en cuenta el límite establecido en el artículo 4º del presente Decreto.”

Se advierte que el reconocimiento de la prima técnica regulada en los decretos mencionados, fue objeto de modificación por el Decreto 1724 de 1997, en el sentido de  limitar a algunos niveles su reconocimiento:
“ARTÍCULO 1º. La prima técnica establecida en las disposiciones legales vigentes, solo podrá asignarse por cualquiera de los criterios existentes, a quienes estén nombrados con carácter permanente en un cargo de los niveles Directivo, Asesor, o Ejecutivo, o sus equivalentes en los diferentes Órganos y Ramas del Poder Público.”  (Negrillas fuera de texto)
De este modo, como beneficiarios de la prima técnica únicamente fueron incluidos aquellos funcionarios nombrados de carácter permanente en cargos de los niveles directivo, asesor y ejecutivo, siendo excluido los empleados de los demás niveles, sin que el decreto dispusiera modificación alguna frente a los criterios a tener en cuenta para acceder al reconocimiento de la prima técnica.

De modo tal, que a partir de la entrada en vigencia del Decreto 1724 de 1997, los funcionarios que ejercieran cargos por fuera de los niveles antes indicados, no podían pretender el reconocimiento de la prima técnica, sin embargo a fin de proteger a quienes se les había reconocido dicha prestación, y que en virtud de la norma fueron excluidos del goce de la misma, el decreto en mención dispuso:
“Artículo 4. Aquellos empleados a quienes se les haya otorgado prima técnica, que desempeñen cargos de niveles diferentes a los señalados en el presente decreto, continuarán disfrutando de ella hasta su retiro del organismo o hasta que se cumplan las condiciones para su pérdida, consagradas en las normas vigentes al momento de su otorgamiento.”.

En virtud de lo expuesto, encuentra la Sala que el decreto en mención no afectó las situaciones de quienes – en los niveles excluidos - bajo la vigencia de la normatividad anterior alcanzaron a adquirir el derecho a la prima técnica y por tal les fue otorgada o reconocida.

Por su parte, el Consejo de Estado
 ha establecido que bajo la interpretación del artículo 4º del Decreto 1724 de 1997, el derecho a la prima técnica, también recae sobre los empleados y funcionarios –no pertenecientes a los niveles previstos de la nueva norma-, quienes a pesar de no contar con el reconocimiento expreso, consolidaron su derecho bajo la vigencia de los Decreto 1661 y 2164 de 1991, siempre y cuando cumplan con los siguientes presupuestos: i) que hayan cumplido con los requisitos establecidos para el reconocimiento de prestación, ii) que hayan presentado la reclamación del reconocimiento y pago de la prima técnica antes de entrar en vigencia el Decreto 1724 de 1997, y iii) que la Administración, haya guardado silencio frente a la petición o que la misma la haya resulto expresamente de manera negativa.
Bajo las consideraciones expuestas, pasa la Sala a analizar el caso concreto.

Caso concreto

El Juez de primera instancia, deniega las pretensiones de la demanda por considerar que la actora no cumple con los requisitos necesarios para el reconocimiento y pago de la prima técnica, en tanto, para el año 1997 sólo contaba con su título profesional en contaduría, el cual corresponde al mínimo exigido para el ejercicio del cargo, y que el título de formación avanzada – especialista en Alta Gerencia-, fue obtenido el 28 de mayo de 2008, fecha en que se encontraba vigente el Decreto 1724 de 1997, el cual excluyó al nivel profesional como beneficiario de la prima técnica.

De este modo, en el asunto que nos ocupa, corresponde a la Sala dilucidar si, como lo alega el apelante, a la actora le asiste el derecho al reconocimiento y pago de la prima técnica, en tanto cumple con el requisito previsto en el literal b) del artículo 2º del Decreto 1661 de 1991, referente a la evaluación de desempeño.

En este orden, pasa la Sala a relacionar las pruebas obrantes en el expediente:
- Resolución No. 02929 de 13 de junio de 1986, por la cual se resuelve nombrar a la actora en provisionalidad en el cargo de Revisor de Documentos Nivel Técnico Grado 3 en la Auditoria Regional ante la Seccional del “INSCREDIAL” de la Contraloría General de la República. (Fl. 86-87 C. Ppal) 

- Resolución No. 07154 de 9 de septiembre de 1988, por la cual se resuelve trasladar a la actora, en el mismo cargo - Revisor de Documentos Nivel Técnico Grado 2 de la Auditoría General-, a la Auditoria General ante el DANE – Bogotá- y su respectiva acta de posesión. (Fl. 137-138 C. Ppal)

- Resolución No. 010101 de 9 de noviembre de 1990, por la cual se resuelve trasladar a la actora, en el mismo cargo - Revisor de Documentos Nivel Técnico Grado 2 de la Auditoría General-, a la Auditoria General ante el Instituto Colombiano de Energía Eléctrica “ICEL” – Bogotá. (Fl. 135-136 C. Ppal)

- Resolución No. 011367 de 17 de diciembre de 1992, por la cual se resuelve promover y trasladar a la actora, al cargo de Revisor de Documentos Nivel Técnico Grado 3 en el Grupo de Registro Seccional Tesorería y su respectiva acta de posesión (Fl. 133-134 C. Ppal)

- Resolución No. 02105 de 16 de abril de 1997, por la cual se resuelve trasladar a la actora en el mismo cargo -Profesional Universitario, Nivel Profesional Grado 9 de la Dirección de Infraestructura, Industria y Desarrollo Regional-, a la División de Control Fiscal, Dirección Seccional Cauca. (Fl. 131-132 C. Ppal)

- Resolución No. 03930 de 20 de junio de 1994 a través de la cual se nombra a la actora en período de prueba como Profesional Universitaria Nivel Profesional Grado 9 y su respectiva acta de posesión. (Fl. 80-81 C. Ppal)

- Título de Contador Público, otorgado a la actora el día 2 de diciembre de 1994, por la Universidad Santo Tomas (Fl. 19 C. Ppal)

- Evaluación de desempeño realizada el 9 de diciembre de 1996 a la actora, correspondiente al período transcurrido entre el 26 de abril al 25 de octubre de 1996, en el que se le da una calificación total de 604 sobre 700 puntos. (Fl. 31 C. Ppal)

-  “PERÍODO CALIFICADO 



                  Año/mes/día

         
              Año/mes/día

	96
	4
	26


	96
	10
	25


DESDE




HASTA

(…)

EVALUACIÓN:

SATISFACTORIA:  E   X 







PUNTAJE TOTAL: 604”

- Resolución No.  00965 de 26 de agosto de 1998, por la cual se resuelve actualizar el escalafón de carrera administrativa especial de la Contraloría General de la República de la actora en el cargo de Profesional Universitario Nivel Profesional Grado 9, el cual fue inscrito en dicho escalafón por Resolución No. 00292 de 10 de octubre de 1994. (Fl. 29 C. Ppal)

- Resolución No. 00968 de 9 de marzo de 2000, por la cual se resuelve incorporar a la actora a la planta global de personal de la Contraloría General de la República, en el cargo de Profesional Universitario, perteneciente al Nivel Profesional, Grado 1 del régimen especial de carrera administrativa y su respectiva acta de posesión. (Fl. 78-79 C. Ppal)

- Título de Especialista en Alta Gerencia, otorgado a la actora el día 20 de junio de 2008, por la Fundación Universitaria María Cano, y acta de grado (Fl. 20 y 21 C. Ppal)

- Evaluación de desempeño realizada el 26 de febrero de 2010 a la actora, en el que se le da una calificación total de 114 puntos. (Fl. 32 C. Ppal)

- Derecho de petición de 23 de junio de 2010, a través del cual la actora solicitó al Contralor General de la República el reconocimiento y pago de la prima técnica (Fl. 22-25 C. Ppal)

- Oficio 2010EE53444 del 4 de agosto de 2010, por el cual el Gerente de Talento Humano de la Contraloría General de la República, niega la petición de la actora de reconocimiento y pago de pensión gracia. (Fl. 103-107 C. Ppal)

- Oficio de 9 de agosto de 2010, por el cual la actora interpone recurso de reposición y en subsidio el de apelación en contra del oficio No. 2010EE53444 del 4 de agosto de 2010, que niega el reconocimiento y pago de la prima técnica a favor de la actora. (Fl. 26-28 C. Ppal)

- Resolución No. 0786 de 26 de agosto de 2010, emitido por el Gerente de Talento Humano por el cual se resuelve recurso de reposición en el sentido de confirmar la decisión contenida en el oficio 2010EE53444 del 4 de agosto de 2010. (Fl. 88-99 C. Ppal) 

- Certificados de cursos y seminarios realizados por la señora Yolanda Medina Perdomo. (Fl. 115-119, 122-126 C. Ppal)

- Constancia de tiempo de servicios de la actora, emitida por el Director de Gestión de Talento Humano de la Contraloría General de la República, en el que se certifica los cargos desempeñados (Fl. 9-10 C. Pruebas)

De los documentos antes mencionados, infiere la Sala que la actora se encuentra vinculada a la Contraloría General de la República, dentro de la cual ha desempeñado diferentes cargos según consta en las resoluciones de nombramiento y actas posesión, siendo inscrita en el escalafón de carrera administrativa especial en el cargo de Profesional Universitario Nivel Profesional Grado 9 de la Dirección del Sector Infraestructura, Industria y Desarrollo Regional en Santafé de Bogotá – Contraloría General de la República-, a través de la Resolución No. 00292 de 10 de octubre de 1994. 
Que la actora solicitó el 23 de junio de 2010, a la Contraloría General de la República el reconocimiento y pago de la prima técnica causada con anterioridad a la entrada en vigencia del Decreto 1724 de 1997, solicitud que fue negada por el Gerente de Talento Humano a través del Oficio No. 2010EE53444 del 4 de agosto de 2010, y confirmada por Resolución No. 0786 de 26 de agosto de 2010.
Con base en el precedente jurisprudencial del Consejo de Estado acogido por esta Sala, se tiene que a fin de lograr la prosperidad las pretensiones de la demanda, la parte actora debía acreditar que efectivamente durante la vigencia los Decretos 1661 y 2164 de 1991 prestó sus servicios a la entidad en un cargo de propiedad, que cumplió con los requisitos para ser acreedora de la prestación y que en efecto, elevó la respectiva reclamación ante la Administración para el reconocimiento y pago de la prima técnica, frente a lo cual se pudo configurar el acto ficto por silencio administrativo u obtener acto expreso con la negativa de la administración.

Es de aclarar en primer lugar, que al ser el cargo desempeñado por la señora Yolanda Medina Perdomo, de nivel profesional, no se encuentra inmersa dentro de los niveles a los que hace referencia el Decreto No. 1724 de 1997; razón por la cual, es evidente que bajo dicha normatividad, la actora no tiene derecho a la prima técnica reclamada. No obstante, teniendo en cuenta que con la demanda se pretende el pago de dicha prestación, bajo el argumento que el derecho a la misma se consolidó bajo la vigencia de la normatividad anterior, en la cual si estaba prevista la prima técnica para los empleados del nivel profesional, es procedente entrar a analizar si la actora cumple o no con los presupuestos fijados en las normas - Decretos No. 1661 y 2164 de 1991-, y jurisprudencia antes estudiadas.
Sostiene la parte actora en varias de sus actuaciones, que elevó en el año 1996 derecho de petición ante la entidad demandada a efectos de que reconociera a su favor la prima técnica, frente a lo cual aduce que la entidad guardó silencio; no obstante, no encuentra la Sala en el expediente prueba alguna de la cual se pueda inferir que efectivamente existió dicho reclamación inicial, por el contrario, obra a folios 5 a 8 del cuaderno de pruebas, listado elaborado por el área de División de Sistemas e Informativa de la Contraloría General de la República, en donde consta los funcionarios que durante los años 1996 y 1997 solicitaron el reconocimiento de la prima técnica, sin que en el mismo aparezca la señora Yolanda Medina Perdomo. Sumado a ello, obra  en el expediente certificado emitido por la Gerente de la Contraloría General de la República, en la que hace constar que “verificada la historia laboral de la señora YOLANDA MEDINA PERDOMO, se pudo constatar que registra solicitud de asignación de prima técnica bajo el Nº ER49828 del 24 de junio de 2010”. En efecto la parte actora, no cumple con el primero de los presupuestos para ser acreedora a la prima técnica, puesto que es evidente que la misma no elevó la reclamación respectiva antes de que entrara en vigencia el Decreto 1724 de 1997.
Adicional a lo anterior, encuentra la Sala que de todos modos la actora no cumple con los requisitos previstos en los Decretos 1661 y 2164 de 1991, e incluso los establecidos de manera especial para los empleados de la Contraloría General de la República en el 1384 de 1996.
Pues bien, respecto al requisito de título de estudios de formación avanzada  y un término no menor de tres años de experiencia altamente calificada en el ejercicio profesional, coincide la Sala con el A quo, al observar que si bien la actora obtuvo un título de especialista en Alta Gerencia, éste fue otorgado por la Fundación Universitaria María Cano el 20 de junio de 2008, es decir, bajo la vigencia del Decreto 1724 de 1997, el cual excluyó del beneficio de la prima técnica, a aquellos empleados que ejercen cargos en el nivel profesional, como lo es el cargo de la actora. 
Ahora, en cuanto al segundo de los requisitos habilitantes para el reconocimiento de la prima técnica, previsto en el literal b) del artículo 2 del Decreto 1661 de 1991, esto es, por evaluación del desempeño – el cual debe ser igual o mayor al 90%-, argumento bajo el cual gira la apelación del demandante, observa la Sala que no se cumple, pues se allega al expediente una evaluación por desempeño con puntaje de 604 puntos, el cual equivale al 86%  (teniendo en cuenta que el puntaje más alto corresponde a 700 puntos).
Tampoco, encuentra la Sala acreditado que la actora haya cumplido los requisitos previstos en el artículo 5º del Decreto 1384 de 1996 citado en la parte considerativa de esta providencia, el cual reguló de manera especial la prima técnica para los empleados de la Contraloría General de la República, entidad de la cual la actora pretende el reconocimiento. 
Por lo anterior, concluye la Sala que la actora no cumple con los supuestos fácticos para que le fuese conferida la prima técnica reclamada, en tanto no se configuró el derecho adquirido a su favor, por tal, coincide la Sala con el A quo, en el sentido de que no se logró desvirtuar la legalidad de la cual goza el acto administrativo demandado.
Así las cosas, la Sala confirmará la decisión de primera instancia, en cuanto a denegar las pretensiones de la demanda, por no asistirle a la actora el derecho para que se le reconozca y pague la prima técnica pretendida.

En consecuencia, el Tribunal Administrativo del Cauca, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de 30 de julio de 2012 proferida por el Juzgado Segundo  Administrativo del Circuito de Popayán, dentro de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho interpuesta por la señora YOLANDA MEDINA PERDOMO en contra del CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, de conformidad con expuesto en esta providencia.

SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia devuélvase al Juzgado de origen.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Constancia.  El proyecto de esta providencia fue estudiado y aprobado en sesión de la fecha.

Los Magistrados

CARMEN AMPARO PONCE DELGADO                          PEDRO JAVIER BOLAÑOS ANDRADE 
MAGNOLIA CORTES CARDOZO

IMPEDIDA

�   De acuerdo con el artículo 308 del CPACA, éste "…se aplicará a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia", la que según el mismo ocurrió a partir del 2 de julio de 2.011.


� Consejo de Estado. Sección Segunda – Subsección “B”. Providencia de 4 de octubre de 2012, Exp. 0845-2012. C.P.: VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA


� Sentencia de la Corte Constitucional C-583 de 1997.








� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, Sentencia de 7 de abril de 2011, Exp. 1397-2010 C.P. Víctor Hernando Alvarado Ardila.


� Puntaje resultante del puntaje obtenido en cada uno de los siete factores evaluados, correspondiente a cada uno de ellos un puntaje máximo de 100 puntos,  para un total de 700. (Fl. 31 Rvso.)






